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León, Guanajuato, a 18 dieciocho de marzo del año 2010 dos mil diez. . .    

V i s t o s  los autos del proceso administrativo identificado con el número 044/2010-JN, promovido por el ciudadano Braulio Monreal Díaz Infante; y,. . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles a aquél en que el actor se ostentó sabedor del contenido de los actos impugnados, toda vez que manifiesta que el 2 dos de diciembre de 2009 dos mil nueve, tuvo conocimiento del acta de infracción, en tanto que del estado de cuenta y del parte informativo de accidente, tuvo conocimiento el 12 doce de enero del 2010 dos mil diez; sin que de autos de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.-  La existencia de los actos impugnados, -el acta de infracción, número T-3797720 (T guión tres-siete-nueve-siete-siete-dos-cero); su calificación y el parte informativo de accidente número 6,222 seis mil doscientos veintidós; se encuentra debidamente acreditada en autos con el original del acta de infracción, el estado de cuenta de fecha 12 doce de enero del 2010 dos mil diez y la copia simple del parte de accidente (visibles los dos primeros en copia certificada, a foja 8 ocho de la presente causa administrativa, en tanto el parte informativo a fojas 11 once y 12 doce); de los cuales el primero, merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78, 121 y 124 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ser un documento expedido por un servidor público en ejercicio de sus funciones; respecto del estado de cuenta, no obstante ser un documento privado, de su lectura se desprende que su contenido está adminiculado con el acta de infracción impugnada, por hacer referencia concreta al número de folio que es el mismo que se señala en el acta; así como de la fecha de su emisión, documento recogido en garantía, así como el importe de la multa a pagar, por lo que no puede restársele valor probatorio alguno; y, el parte informativo, cuya existencia se tiene como cierta al no haber contestado la demanda el Agente de Tránsito, ello conforme a lo dispuesto al tercer párrafo del artículo 279 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes citado. . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que en fecha 2 dos de diciembre del 2009, dos mil nueve, se suscitó un accidente de Tránsito en el cruce del Boulevard Miguel Hidalgo y calle Plata, de la colonia San José del Consuelo de esta ciudad, y ahí, el Agente Jorge Alberto López, levantó un acta de infracción al ciudadano Braulio Monreal Díaz Infante, por el motivo de: “Por no obedecer señalamiento restrictivo de Tránsito”, recogiendo en garantía del pago de la infracción, la placa de circulación; asimismo, elaboró un parte informativo de accidente, en el que señaló que dicho conductor no respetó el señalamiento restrictivo (de alto) de tránsito, ubicado sobre la calle Plata en el cruce con el Boulevard Miguel Hidalgo y otro vehículo que circulaba sobre el carril central del citado boulevard, lo impactó en su parte lateral. . . . . . . 

Siendo que para el actor, el levantamiento del acta de infracción y del parte informativo de accidente son ilegales, porque considera que el acta de infracción no se encuentra debidamente fundada y que el parte informativo fue levantado a criterio del Agente; así mismo que se le sanciona sin haberse llevado a cabo un procedimiento mediante el cual haya sido oído y vencido, constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En la presente causa administrativa, el Tesorero y la Directora General de Ingresos hicieron valer la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, al referir que el acto que se les reclama es inexistente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En primer lugar, es preciso destacar que las autoridades señaladas se equivocan al plantear la fracción IV del artículo 261 del código de la materia, pues dicha fracción se refiere al consentimiento tácito, en tanto que la que se refiere a la inexistencia de los actos es la fracción VI de dicho ordenamiento. . . . .

Una vez señalado lo anterior, para este juzgador sí se actualiza la causal citada respecto de la Directora General de Ingresos; puesto que una vez analizadas las constancias que integran la presente causa administrativa, en especial los documentos donde constan los actos impugnados; efectivamente no se desprende, de forma alguna, la existencia de acto alguno que haya sido emitido por dicha dependencia; derivando claramente, de lo antes razonado, la inexistencia del acto reclamado a la citada Dirección, ya que si bien es cierto que se impuso una multa, cierto es también que no está probado que haya sido la Directora General de Ingresos, la que la impuso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anterior, al actualizarse la causal de improcedencia referida, con sustento en lo establecido en la fracción II, del artículo 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede sobreseer el presente proceso, respecto del acto impugnado a la Directora General de Ingresos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Respecto al Tesorero, no se actualiza la causal en comento, en razón de que, si bien es cierto no existe un documento emitido directamente por el Tesorero, lo cierto es que, sí existe el estado de cuenta que se admitió como prueba al actor; el que se obtiene, como es un hecho notorio,  de las oficinas de la Tesorería Municipal, y constituye un documento en el que consta que se calificó la infracción; estableciéndose el monto de la multa; lo que da a entender que dicha dependencia realizó la calificación de la infracción de Tránsito; por lo que no se actualiza la causal de improcedencia hecha valer; siendo además, la Tesorería Municipal, una de las dependencias facultadas para calificar las infracciones, según se desprende de lo contenido en el artículo 49 del Reglamento de Transito Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por otra parte, este Juzgador estima que respecto de la Dirección General de Tránsito se actualiza también la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, pues de los actos impugnados, se desprende que dicha autoridad no emitió ninguno; pues es evidente que tanto la boleta de infracción, como el parte informativo de accidente, fueron elaborados por el Agente de nombre Jorge Alberto López. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anterior, al actualizarse la causal de improcedencia señalada, con sustento en lo establecido en la fracción II, del artículo 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede sobreseer el presente proceso, respecto de la Dirección General de Tránsito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, quien resuelve estima que respecto del parte informativo de accidente número 6,222 seis mil doscientos veintidós, de fecha 2 dos de diciembre del 2009 dos mil nueve, elaborado por el Agente de Tránsito Jorge Alberto López; se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato -que establece la improcedencia del proceso cuando ésta resulta de alguna disposición legal-, en relación con lo dispuesto en el artículo 136 del mismo Código, al considerar que dicho parte, no constituye un acto administrativo, por las siguientes razones. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Conforme a la doctrina, en un sentido lato, se define al acto administrativo como el realizado en ejercicio de la función de administración, que produce efectos jurídicos; en tanto que en un sentido restringido se define como la declaración unilateral de un órgano del poder público en ejercicio de la función administrativa, con efectos jurídicos directos respecto de casos individuales específicos; traduciéndose esos efectos jurídicos en la creación, modificación o extinción de derechos y obligaciones en favor o a cargo de sujetos individuales específicos, o en la determinación de las condiciones para la creación, modificación o extinción de derechos y obligaciones para un caso específico. (Derecho Administrativo del Estado de Guanajuato.- Jorge Fernández Ruiz y Santiago López Acosta.- páginas 147 y 148.- Editorial Porrúa). . . . . . . . . . . .      


En congruencia con lo anterior, el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en su artículo 136, define al acto administrativo como: “Toda declaración unilateral de voluntad, emanada de una autoridad administrativa del Estado o de sus municipios en el ejercicio de potestades públicas derivadas de los ordenamientos jurídicos, que tiene por objeto crear, declarar, reconocer, transmitir, modificar o extinguir una situación jurídica individual y concreta, o bien de carácter general, con la finalidad de satisfacer intereses generales.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, el parte informativo de accidente impugnado, no reúne las características que definen a un acto administrativo; porque no se trata de un acto unilateral de voluntad que tenga por objeto crear, modificar o extinguir algún derecho u obligación; sino que se trata de una simple comunicación que, conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 39 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, elabora el Agente de Tránsito para su superior jerárquico -el Director General de Tránsito Municipal-, a efecto de informarle, o como comúnmente se dice “darle parte” acerca de un accidente suscitado en un cruce de vialidades de esta ciudad, del que tuvo conocimiento y en el que, basándose en su experiencia como autoridad en materia de tráfico vehicular y vialidades, a partir de los datos recabados, de las circunstancias apreciables, de lo manifestado por los involucrados, de los daños ocasionados evidentes y de la posición final de los vehículos, deduce los factores que intervinieron en el accidente; sin que esa deducción constituya una declaración o reconocimiento acerca de la culpabilidad o responsabilidad de persona alguna; toda vez que dicha responsabilidad sólo puede ser determinada por una autoridad competente, que en el presente caso no lo es el Agente de Tránsito; es más ni siquiera lo es el Director General de Tránsito a quien se dirige el parte informativo de accidente; por lo que dicho parte informativo no constituye de forma alguna una resolución que tenga que acatarse o cumplirse por el gobernado; o que cree, reconozca, modifique o extinga obligación a su cargo; resaltando el hecho de que el parte informativo, también carece de la ejecutoriedad que caracteriza y debe caracterizar a los actos administrativos; esto es, que sea obligatorio o exigible, y que por lo tanto deba cumplirse; ya que no se advierte consecuencia legal alguna de dicho parte, siendo que todo acto administrativo debe entrañar una fuerza especial, gracias a la cual, la autoridad actuante pueda ejecutar coactivamente el acto, aún en contra la oposición del interesado; lo que no puede hacerse de ninguna manera en el presente asunto. . 

Asimismo, robustece para este Juzgador, en cuanto a determinar que el parte informativo de accidente no es un acto administrativo, pues el mismo no va dirigido al particular o gobernado, sino al titular de la corporación; luego entonces, no existe un vínculo jurídico entre el Agente que elabora el parte, con el o los particulares involucrados con los hechos plasmados en dicho parte. . . . . .


Lo anterior, no obstante que el impetrante del proceso considera que el parte impugnado, le causa perjuicio dentro de una averiguación previa; pues ello no es así, ya que él mismo acepta que, a la fecha de la promoción del presente proceso administrativo, no se ha determinado por autoridad jurisdiccional competente quien es el responsable del accidente, aunado al hecho de que el parte informativo, dentro de dicha averiguación, debe tener el valor de indicio que debe ser corroborado con otros medios de prueba, como lo podría ser un peritaje de causalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anterior, al no constituir el parte informativo de accidente, un acto administrativo, no puede ser impugnado en la vía administrativa, por lo que procede sobreseer el presente proceso respecto del mismo, al actualizarse la causal de improcedencia señalada, con sustento en lo establecido en la fracción II, del artículo 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEXTO.- Al no advertirse la actualización de alguna otra causal de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, se procede a analizar los conceptos de impugnación hechos valer por el actor, respecto de los actos impugnados que subsisten, como lo son el acta de infracción y su calificación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En relación a los conceptos de impugnación, en primer lugar respecto del acta de infracción, este Juzgador se avocará al estudio del aspecto que considera trascendental para emitir la presente resolución, sin necesidad de transcribirlo, siguiendo para ello el criterio sostenido por los tribunales del Poder Judicial de la Federación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado Del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, del análisis integral del primer párrafo del capítulo de conceptos de impugnación del escrito de demanda; se advierte que se interpone en contra de la indebida fundamentación del acta de infracción; ya que refiere el actor textualmente:“La ilicitud del...en virtud de que la misma no describe a que municipio, o entidad federativa pertenece la violación al o a los artículos infringidos, pues el elemento de seguridad pública, agente de transito municipal solo se limitó a señalarlo con una simple “palomita” como se le conoce a dicho signo plasmado en el acta de infracción en el espacio relativo al reglamento de tránsito municipal”, para concluir diciendo: “El elemento se seguridad pública, tránsito municipal, no señala en el acta de infracción el o los artículos o normas legales que lo facultan para emitir el acto administrativo impugnado, por ello también es ilícita el acta de infracción impugnada.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Una vez analizada el acta de infracción impugnada, el argumento antes vertido, como concepto de impugnación, resulta fundado, ya que es cierto que en el acta no se precisa a que circunscripción territorial corresponde el ordenamiento legal que invoca como fundamento, por lo que no cumple con el principio de legalidad de que “todo acto de autoridad debe estar fundado y motivado”; pues aunque establece como precepto infringido el artículo "7, fracción IV", el Agente de Tránsito sólo se limitó a marcar "Reglamento de Tránsito Municipal", sin citar la denominación  completa de dicho ordenamiento jurídico, que permita su plena identificación para poder establecer si resulta o no aplicable al caso concreto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Respecto al segundo argumento, también es fundado, en razón de que el Agente de Tránsito omite señalar en el cuerpo del acta de infracción las normas legales que lo facultan para su emisión; pues si bien es cierto que en la misma se hace referencia a la fracción II del artículo 16 del Reglamento de Tránsito para el Municipio de León, Guanajuato, en el que se establece que, entre otras atribuciones y obligaciones de los Agentes de Tránsito, está la de formular boletas de infracción por violaciones cometidas a dicho reglamento; cierto es también que para cuando sucedieron los hechos que dieron lugar al acta de infracción, el Reglamento de Tránsito para el Municipio de León, Guanajuato, ya no estaba vigente pues fue abrogado con la aprobación del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, publicado el 9 nueve de octubre de 2009 dos mil nueve, en la tercera parte del Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, número 162 ciento sesenta y dos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo antes expuesto, se concluye que el Agente demandado, contravino el principio de legalidad de la debida fundamentación; pues éste debió citar el ordenamiento jurídico aplicable al caso concreto, así como el cuerpo legal y preceptos vigentes que le otorgan competencia para emitir el acta impugnada; por lo que al no haberlo hecho así, se traduce en que el acta de infracción se encuentre indebidamente fundada, traduciéndose ello en que la misma carezca del elemento de validez de los actos administrativos, previsto en la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que no es otro que la debida fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, al resultar fundado el concepto de impugnación analizado, en su aspecto conducente, se concluye que el acta de infracción número T-3797720 (T guión tres-siete-nueve-siete-siete-dos-cero); de fecha 2 dos de diciembre del año 2009 dos mil nueve, resulta ilegal; al actualizarse la causa de nulidad prevista en el artículo 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que con fundamento en el artículo 300, fracción II, del mismo Código, es procedente decretar su nulidad total; así como también la nulidad total de su calificación; nulidad que procede por ser consecuencia legal de dicha acta y atendiendo al principio de derecho, de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . . . 

Como apoyo a lo anterior, se hace propio de este Juzgador, el criterio que sostiene la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenida en la página 119 de la publicación intitulada “Criterios 2000-2008” del referido Tribunal, la cual es del tenor siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÒN.- PROCEDE DECRETAR LA NULIDAD LISA Y LLANA.- La ausencia de fundamentación y motivación deriva en el decretamiento de una nulidad para el efecto de que se emita otro acto debidamente fundado y motivado. Por su parte la indebida satisfacción de estos extremos, conduce a decretar una nulidad lisa y llana, ya que aquí el particular no requiere conocer los fundamentos y motivos de la afectación, sino que es sabedor de que los aplicados en el acto en concreto no son los adecuados.” (Exp. 4.509/02. Sentencia de fecha 09 nueve de mayo de 2003. Actor: Martha Isabel Espriu Manrique). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De igual forma, los criterios que sustenta nuestro máximo Tribunal en la Nación, en las siguientes jurisprudencias: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.” Segundo Tribunal Colegiado Del Sexto Circuito. No. Registro: 203,143. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. III, Marzo de 1996. Tesis: VI.2o. J/43. Página: 769. . . . . . . . . . . . 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.” No. Registro: 216,534. Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 64, Abril de 1993. Tesis: VI. 2o. J/248. Página: 43. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SÉPTIMO.- En virtud de que los argumentos esgrimidos en el capítulo de conceptos de impugnación, tocante al acta de infracción, resultaron fundados y son suficientes para decretar la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio de las restantes expresiones hechas por el actor, ya que ello no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261, fracciones VI y VII; 262, fracción II;  287, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Se Sobresee el proceso administrativo, en contra del Director General de Tránsito y Directora General de Ingresos; así como respecto del acto impugnado consistente en el parte informativo de accidente número 6,222 seis mil doscientos veintidós, de fecha 2 dos de diciembre del 2009 dos mil nueve; por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente Sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto en contra del acta de infracción y su calificación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se decreta la nulidad total del acta de infracción folio T-3797720 (T guión tres-siete-nueve-siete-siete-dos-cero) y su calificación, en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- En consecuencia de la nulidad decretada, se ordena al Tesorero, haga la devolución al actor Braulio Monreal Díaz Infante, de la placa de circulación del vehículo que conducía el día de los hechos y que le fue retenida en garantía; lo que se deberá realizar dentro de los 5 cinco días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente resolución; debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento dado al presente resolutivo, acompañando las constancias relativas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y al actor personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

